




















































RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Cuatro (4) de mayo de dos mil doce (2012) 

 

Ref.: Verbal de restitución de bien inmueble arrendado 11001-31-03-008-

2022-00049-00 

 

    

 Para todos los efectos legales, téngase en cuenta que la sociedad 

demandada MERCADERIA S.A.S, se encuentra notificada, en los términos del 

artículo 8° del Decreto 806 de 2020, según certificación de entrega del 31 de marzo 

de 2022.  

 

 Como quiera que el término de traslado se interrumpió con la entrada del 

proceso al Despacho del 19 de abril de 2022, por secretaria dese cabal 

cumplimiento al artículo 118 del Código General del Proceso, y en el término de 

traslado, para que la parte demandada sea escuchada deberá acreditar el pago de 

los cánones de arrendamiento adeudados, y causados en el curso de este proceso, 

conforme al numeral 4° del artículo. 

 

 Ahora, conforme a lo solicitado, de acuerdo con lo establecido en el numeral 

8° del artículo 384 del Código General del Proceso, se señala el próximo 27 DE 

JULIO, a la hora de las 8:30 A.M., para practicar la diligencia de inspección judicial 

sobre el local comercial objeto del proceso de restitución y verificar si en efecto se 

encuentra abandonado como se refiere, y si procede o no la restitución provisional.  

NOTIFIQUESE, 

 

  

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C. 5 de mayo de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No.___67___  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 

 

 

 



Firmado Por:

 

 

Edith Constanza Lozano Linares

Juez

Juzgado De Circuito

Civil 008

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 7c213d237f61fffc366bb65b068ca1541a550a183e7a7c35649b4a160251e18e

Documento generado en 04/05/2022 05:11:14 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 
 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D.C., Cuatro (04) de mayo de dos mil veintidós (2022.) 

 

Ref. 11001-40-03-029-2019-00189-01 

 

Al tenor de lo consagrado en los arts. 327 y 328 del C.G.P en concordancia 

con el art. 14 del Decreto 806 de 2020., el Juzgado procede a decidir el RECURSO 

DE APELACIÓN promovido por el demandado VICTOR HUGO CORREDOR 

CORREDOR, quien dada su calidad de abogado actúa en nombre propio, en contra 

de la sentencia proferida el 18 de febrero de 2021.  

 

ANTECEDENTES 

 

El Banco Davienda S.A. convocó a juicio ejecutivo para la efectividad de la 

garantía real al señor VICTOR HUGO CORREDOR CORREDOR, por las sumas 

instrumentadas en el pagaré No. 05700007000730223, solicitando la cuantía de                            

$ 87.752.333,05 por concepto de capital acelerado, $ 2.559.911,03 correspondiente 

a las cuotas en mora, $ 6.797.552,85 por intereses de plazo y los respectivos 

intereses de mora sobre los dos primeros valores, para el capital acelerado desde la 

presentación de la demanda y para los instalamentos a partir del día siguiente al 

vencimiento de cada uno.  

 

Luego, el 19 de febrero de 2019 se libró mandamiento de pago en los 

precitados términos y tras surtirse las diligencias de notificación del demandado, este 

contestó la demanda, proponiendo como excepciones de mérito las denominadas                    

(i) “quitas o pago parcial” sustentada en que en las pretensiones de la demanda no 

se incluyeron los siguientes pagos: a) $1.240.000 del 28 de septiembre de 2017, b) 

$1.240.000 del 2 de noviembre de 2017 y c) $ 1.300.000 del 22 de mayo de 2017 e; 

(ii) “incumplimiento por parte de la entidad acreedora de lo ordenado por la ley 

546 de 1999”  fundada en que la entidad demandante desconoció lo previsto en el 



art. 20 de la citada ley, al no remitir la proyección de los pagos que se efectuarían a 

favor del crédito otorgado.  

 

Surtido el traslado de las defensas, la parte actora se opuso a su prosperidad, 

argumentando que los referidos pagos si se imputaron a la obligación con antelación 

a la presentación de la demanda y que el Banco tiene a disposición de los clientes el 

extracto de pagos para que pueda ser obtenido en cualquier momento.  

 

ARGUMENTOS DE LA APELACIÓN  

 

           La alzada se fundamenta en dos puntos medulares; el primero, en la 

inexistencia de claridad sobre la forma en cómo se imputaron los pagos y en la tasa 

de interés que se aplicó y; el segundo, en que en virtud a las consecuencias adversas 

que provocó la pandemia mundial del COVID 19 se debe reconocer de oficio la 

excepción de la teoría de la imprevisión.  

 

CONSIDERACIONES 

 

        Descendiendo al sub- examine, con miras a resolver el recurso que ocupa la 

atención del despacho, en primer orden se analizará lo relacionado con los pagos 

alegados, para continuar con lo atinente a la teoría de la imprevisión.  

 

        Con dicho propósito, importa precisar que en lo relativo a la hermenéutica de los 

arts. 627, 632/36/57/78/89 del C. Co el Tribunal Superior de Bogotá1, puntualizó que 

“las normas especiales que regulan a los títulos valores, disponen que la obligación 

cambiaria surge de la firma impuesta en un cartular2 y que esa obligación es autónoma, 

propia y originaria” 

 

 Así mismo, ha recordado que “Los títulos valores se caracterizan por encontrarse 

regidos por los principios de literalidad, incorporación, legitimación y autonomía”, siendo 

que por el primero de ellos se entiende que  lo que conste en el documento es lo que 

existe, por lo que cualquier persona puede conocer el contenido del derecho con la 

simple observación del mismo. El fundamento legal de este principio se encuentra en 

el artículo 626 de la ley mercantil, que reza: “El suscriptor de un título quedará obligado 

                                                           
1 TSB. SENTENCIA del 26 de junio de 2009 Rad. 2007 0140 01, M.P. LIANA AIDA LIZARAZO V. 
2 Art. 625 del C.G.P.  



conforme al tenor literal del mismo, a menos que firme con salvedades compatibles con su 

esencia”3. 

 

 Ahora bien, a voces del artículo 1625 y siguientes del Código Civil, el pago es 

una forma de extinguir las obligaciones en todo o en parte; y consiste en efectuar “la 

prestación de lo que se debe”, la cual como elemento de la obligación, puede ser de dar, 

hacer o no hacer alguna cosa; por tanto, se paga cuando se da el objeto acordado, 

se ejecuta el hecho pactado o se omite realizar el acto cuya abstención fue convenida. 

 

 

 Del mismo modo, se establece que, el pago debe hacerlo el deudor o un 

tercero en la forma convenida, al acreedor o a quien dipute para recibirlo, en el 

lugar acordado y respetando los plazos o condiciones pactadas y/o dispuestas 

por ley. Debe clarificarse también, que se considerara pago el efectuado antes de la 

presentación de la demanda, en tanto que los posteriores son abonos, que podrán 

ser imputados en la liquidación del crédito pertinente, pero no tienen la virtualidad de 

enervar la mora que evidentemente se produjo al no cancelarse el monto debido. 

 

 

 Aunado a lo anterior, cabe precisar que la carga de la prueba del pago 

corresponde a quien lo alega, pues la negación de haberse efectuado es de 

carácter indefinida, por ser indeterminada en tiempo y espacio. 

 

  

 Por último, ha de recordarse que los arts. 1757 del C. Civil y 167 del C.G.P., 

establecen que las partes o sujetos procesales interesados en la contienda, han de 

acreditar el factum en que fundamentan tanto las pretensiones como los medios 

exceptivos formulados, o sea, soportan, individualmente, la carga probatoria para así 

dar idóneo respaldo a sus aseveraciones, por ello es imperioso acudir a cualquier 

medio a que alude el art. 165 ibídem, para sea dirimido el conflicto sometido a 

consideración.  

 

         Recapituladas las anteriores nociones, se tiene que de las pruebas adosadas 

al trámite de primera instancia, en efecto, los pagos  por $1.240.000 del 28 de 

septiembre de 2017,  $1.240.000 del 2 de noviembre de 2017 y $ 1.300.000 del 22 de 

mayo de 2017, si fueron tenidos en cuenta por la entidad ejecutante al presentar la 

demanda pues así se denota  en el histórico que se acompañó al plenario, respecto 

del cual se puede observar su aplicación e imputación a la obligación aquí reclamada 

en cuya virtud la cuantía de la obligación derivó en el saldo que se reclamó como  

capital acelerado al interior del juicio compulsivo, circunstancia que igualmente fue 

                                                           
3 Ib.  



corroborada por el representante legal de la entidad ejecutante al absolver el 

interrogatorio de oficio.  

 

           Desde tal óptica y teniendo en cuenta el sustento brindado en la excepción, se 

tiene que contrario-sensu los pagos si se tuvieron en cuenta para determinar el valor 

adeudado por el demandado, argumento suficiente para demostrar que estuvo bien 

negada esta defensa, habida consideración que las alegaciones tendientes a la falta 

de claridad o indebida aplicación de los pagos y de la tasa de interés, no se 

presentaron de manera oportuna, pues en la contestación de la demanda no se hizo 

alusión a ello, motivo por el cual como bien lo explicó el Juez de conocimiento ello no 

puede constituir un punto de debate en la sentencia, pues recuérdese que  a voces 

del art. 281 del C.G.P. la sentencia proferida por el a-quo debe estar en consonancia 

con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás 

oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan 

probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley, es decir que,  no es 

procedente adicionar la defensa en oportunidades no previstas por nuestra legislación 

procesal.  

 

 No obstante lo anterior, con fines puramente ilustrativos es dable aclarar que 

para que una excepción tenga la fuerza de enervar el cobro coercitivo,  en primera 

medida no basta con que se límite a indicar que en su sentir hay una indebida 

aplicación o falta de claridad sobre la manera en que se efectuó, pues si lo que se 

desea es derribar la reclamación compulsiva se deben exponer reparos concretos de 

los motivos del yerro endilgado, los cuales evidentemente deben estar respaldados 

de pruebas conducentes, idóneas y útiles, en tanto que se memora que para lo que 

aquí interese es deber del demandado probar los supuestos de hecho en que edificó 

su defensa, lo que no aconteció en este caso, pues si bien es cierto que, atendiendo 

a las reglas de la experiencia al demandado en virtud a su profesión no le era dable 

emitir juicios sobre la mentada imputación, no lo es menos que, para dichos fines 

cuenta con la posibilidad de solicitar pruebas, en esta caso, por vía de ejemplo para 

que un experto en la materia dictaminara si en efecto se hizo una debida o no 

aplicación de los pagos teniendo en cuenta la tasa de interés pactada, lo cual se itera 

no sucedió pues nótese que no solicitó ninguna prueba en dicha dirección.  

         

        Puestas de este modo las cosas, resulta palmario que este reparo no tiene 

vocación de prosperidad.  

 

        Continuando con el estudio, en lo atinente a la teoría de la imprevisión, de 

entrada, debe advertirse que, de igual modo, esta no fue alegada dentro de la 

oportunidad legal, es decir en la contestación de la demanda, pues ni siquiera se 

planteó la excepción genérica.  



 

         Al margen de lo anterior y solo en gracia de discusión, debe decirse que de igual 

forma esta censura no tiene la fuerza suficiente para invalidar el cobro perseguido.  

 

         En efecto, sobre la teoría de la imprevisión ha dicho el Tribunal Superior de 

Bogotá- Sala Civil- que: “sabido se tiene que los contratantes deben ajustar su conducta a 

la ley del contrato (pacta sunt servanda), excepto que se presenten circunstancias 

imprevistas sobrevinientes, que provoquen  excesiva onerosidad para una de las partes, 

según lo contempla el artículo. 868 del C. de Co., evento que permite abrir brecha a  la 

revisión del respectivo negocio jurídico, con miras a restablecer el equilibrio prestacional 

previamente pactado, pues es connatural a la  esencia contractual que para cumplir lo 

prometido, todo debe permanecer en el mismo estado de cosas que existía cuando se 

configuró el contrato. 

 

           En los contratos de ejecución sucesiva, las obligaciones se deben  mantener vigente, 

a fin de no afectar el principio de la seguridad jurídica que consagra el artículo 1602 del 

Código Civil. Empero, no puede desconocerse que esa concepción debe cederle paso a la 

equidad a fin de evitar un desequilibrio económico que conduzca a un enriquecimiento 

injusto de una de las partes. 

 

  Bajo la insoslayable premisa anterior, el legislador de la materia comercial 

estableció que “cuando circunstancias extraordinarias, imprevistas o imprevisibles, 

posteriores a la celebración de un contrato de ejecución sucesiva, periódica o diferida, 

alteren o agraven la prestación de futuro cumplimiento a cargo de una de las partes, en 

grado tal que le resulte excesivamente onerosa, podrá ésta pedir su revisión”, caso en el cual, 

“el Juez procederá a examinar las circunstancias que hayan alterado las bases del contrato 

y ordenará, si ello es posible, los reajustes que la equidad indique; en caso contrario, el juez 

decretará la terminación del contrato” (artículo. 868 C. de Co.). 

 

Entonces para que la revisión de un contrato tenga vía libre, es necesario que 

se reúnan los siguientes requisitos:  

 

a) Debe tratarse de un contrato de “ejecución sucesiva, periódica o 

diferida”, o, lo que es igual, de un negocio jurídico de duración, bien porque las 

diversas prestaciones se deban atender en el tiempo, o porque su cumplimiento fue 

aplazado. No procede entonces  demandar la revisión de un contrato de ejecución 

instantánea, según lo expresa el inciso final del artículo 868 del C. de Co., toda vez 



que en tales casos “el acto jurídico ya no existe”, pues las obligaciones ya se 

ejecutaron o debieron ejecutarse.  

 

b) El rompimiento del equilibrio contractual debe tener su origen en 

“circunstancias extraordinarias, imprevistas o imprevisibles, posteriores a su 

celebración”, requisito que excluye la posibilidad de tomar en cuenta como tales, 

elementos normativos existentes al tiempo de ajustarse la convención, o cualquier 

hecho que, por hipotético, sea de probable ocurrencia, pues la imprevisión, per se, no 

da vía libre para excusar la falta de diligencia y cuidado en el perfeccionamiento de 

un contrato, ni abrigo a quienes afirman comparecer ingenuos a la celebración del 

mismo, lo que no excluye el hecho de presentarse circunstancias imprevistas aunque 

sean de manera relativa, que tenga el cariz suficiente de desembocar en una excesiva 

onerosidad para quien está obligado a cumplirlo. 

 

 c) Es necesario que el contrato sea conmutativo y no aleatorio, justamente 

porque en éstos últimos, “el equivalente consiste en una contingencia incierta de 

ganancia o pérdida” (art. 1498, C. C.). 

 

 d) Las circunstancias especiales ya mencionadas, deben provocar una 

excesiva onerosidad para una de las partes, de forma tal que se rompa de manera 

grave el equilibrio económico del contrato, es decir, se alteren o agraven la prestación 

de futuro cumplimiento a cargo de una de las partes. No basta, entonces, identificar 

la mayor ventaja que uno de los contratantes haya podido obtener respecto del otro, 

sino que ésta sea de tal magnitud, que el acreedor obtenga un beneficio muy superior 

del que estaba previsto. 

  

        e) Finalmente, es menester que el deudor no se encuentre en mora, 

pues la revisión del contrato no tiene lugar cuando ha sobrevenido un 

comportamiento culposo de aquél, excepto que a él se haya llegado por las 

circunstancias extraordinarias e imprevisibles antes referidas, lo que no da pie 

para amparar un incumplimiento endilgable a éste. 4 

 

 De hecho recientemente la Corte Suprema de Justicia, iteró que son sus 

presupuestos estructurales de esta : (i) la existencia y validez del contrato que se 

pretende revisar; (ii) que se trate de uno de ejecución sucesiva, periódica o diferida, 

en el sentido que de él se deriven prestaciones de cumplimiento futuro a cargo o en 

favor de la parte ejercitante de la acción; (iii) la ocurrencia, con posterioridad a su 

                                                           
4 TSB RAD. 2003 00619 01 M.P. ARIEL SALAZAR RAMIREZ.  



celebración y antes de su terminación, de circunstancias  extraordinarias, 

imprevistas e imprevisibles, ajenas al afectado, que varíen significativamente 

las condiciones económicas del contrato; y (iv) que tal alteración sea cierta, grave 

y provocante para el actor de una excesiva onerosidad de las prestaciones futuras 

que debe atender, o de una sensible disminución de las que habrá de recibir 

posteriormente5. 

 

Sentando lo precedente, cabe relievar que como bien lo indicó el Juez a-quo, 

esta teoría de la imprevisión no tiene cabida en el asunto objeto de discusión, puesto 

que si se miran bien las cosas ello tiene lugar únicamente cuando estas circunstancias 

imprevisibles conlleven al incumplimiento de  las obligaciones, lo cual no se puede 

predicar en el caso objeto de análisis, puesto que las circunstancias que alude el 

ejecutado contentivas de las consecuencias de la pandemia mundial del Covid 19 

solo pudieron tiene lugar, a partir del 17 de marzo de 20206, es decir que la mora en 

el pago se pudo  haber provocado a partir de ese momento, empero el ejecutado 

incurrió en mora desde el mes de julio de 2018, conforme lo confesó en el 

interrogatorio oficioso que absolvió, situación que a voces de la jurisprudencia no 

permite que haya lugar a la revisión contractual que pudiese derivarse de la teoría 

planteada por el apelante, amén que como se denota la mora acaeció con antelación 

a la ocurrencia de la situación que se alega como imprevisible.  

 

A lo que debe agregarse que, si bien en el marco de la situación económica 

generada por la pandemia mundial del Covid-19, el Gobierno implementó diferentes 

directrices para que las entidades bancarias pudiesen conceder alivios o prerrogativas 

a los deudores, entre ellas las Circulares 007,008,014 de la Superintendencia 

Financiera y el Decreto 493 de 2020, no se puede perder de vista que estas 

disposiciones otorgan autonomía e independencia a estas entidades  para adoptar 

las medidas que consideren idóneas para establecer los créditos en donde se torne 

viable su  aplicación, es decir que, no basta con la sola expedición de estas Circulares 

o Decretos para poder asegurar que todos los créditos indistintamente puedan ser 

beneficiarios,  sino que se hace necesario que se demuestre que el Banco así lo ha 

dispuesto o que las partes han convenido alguna condonación, periodo de gracia o 

cualquier otra prerrogativa, las cuales vale la pena aclarar, se deberán ceñir a las 

condiciones previamente establecidas o pactadas, situación de la que tampoco obra 

prueba alguna.  

 

Deviene de lo expuesto, que la providencia apelada habrá de ser confirmada, 

por las razones que con anterioridad se reseñaron.  

                                                           
5 C.S.J. SC12743-2017 M.P. ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO.  
6 Decreto 417 del 17 de marzo de 2020.  



DECISIÓN: 

 

        En mérito de lo expuesto, el JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

        PRIMERO:  CONFIRMAR la sentencia del 18 de febrero de 2021, proferida por 
el Juzgado 29 Civil Municipal de esta ciudad, conforme con lo expuesto en la parte 
motiva de esta sentencia. 

 

        SEGUNDO:  CONDENAR en costas a la parte apelante, incluyendo como 

agencias en derecho la suma de $ 1.000.000.00. Liquídense.  

 

 TERCERO:  DEVOLVER las presentes diligencias al Juzgado de origen, para 

que continúe con el trámite correspondiente. 

 

NOTIFÍQUESE,  

 

 

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

AKB  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D.C. 5 de mayo de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No.__67____  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 
 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D.C., Cuatro (04) de mayo de dos mil veintidós (2022.) 

 

Ref. 11001-40-03-056-2019-01106-01 

 

En atención al informe que antecede, teniendo en cuenta que no fue posible 
reproducir la totalidad de la audiencia llevada a cabo el 7 de octubre de 2020, se 
dispone DEVOLVER las presentes diligencias con el propósito de que el Juzgado 
de primera instancia, se sirva realizar las actuaciones correspondientes para lograr 
la reproducción de esta pieza procesal de forma completa.  

 

Surtido lo anterior, se deberá allegar el expediente de forma completa y 
organizada de manera virtual, a efectos de desatar el recurso de apelación.  

 

Sobre el particular, es menester relievar que la pieza procesal echada de  
menos, reviste especial importancia toda vez que en dicha diligencia se evacuaron 
las pruebas en materia declarativa y el no contar con aquellas impide resolver en 
debida forma el recurso vertical.  

 

 

NOTIFÍQUESE,  

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

AKB  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D.C. 5 de mayo de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No.___67___  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 
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